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Resumen: Este artículo analiza la situación irregular e ilegítima del régimen de 
Nicolás Maduro, a partir de la inconstitucional convocatoria, por una Asamblea 
Nacional Constituyente fraudulenta e inconstitucionalmente convocada y electa en 
2017, de unas elecciones presidenciales anticipadas que se celebraron en agosto 
de 2018, que fueron declaradas inexistentes por la Asamblea Nacional y descono-
cidas por la comunidad internacional. 
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Abstract: This article analyzes the irregular and illegitimate situation of the 
Nicolás Maduro’s regime, since the unconstitutional call, by a National Constitu-
tional Assembly unconstitutional and fraudulently convened and elected el 2017, of 
an anticipated presidential election held in August 2018, which was declared ille-
gitimate and non-existent by the National Assembly, and rejected by the interna-
tional community. 
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I 

Desde mayo de 2018, puede decirse que la suerte del régimen en Venezuela estaba defi-
nida, nacional e internacionalmente, en el sentido de que desconocida como fue la “reelec-
ción” de Nicolás Maduro efectuada el 20 de mayo de 2018, la consecuencia era que no se 
reconocería que pudiera pretender juramentarse como presidente de la República el 10 de 
enero de 2019 para un nuevo período constitucional 2019-2025, cuando terminara el período 
constitucional 2013-2019. Ya estaba anunciado: nadie reconocería la juramentación que se 
pudiera realizar el 10 de enero de 2019, como nadie había reconocido la “elección” efectuada 
en mayo de 2018. Al haberla efectuado, el régimen se construyó su propio laberinto y a él 
entró a ciegas. 

En efecto, debe recordarse que dicha “reelección” presidencial se hizo mediante convo-
catoria por parte de la fraudulenta e inconstitucional Asamblea Nacional Constituyente, no 
cumpliendo la misma con los estándares nacionales e internacionales propios de un proceso 
democrático, libre, justo y trasparente; razón por la cual la Asamblea Nacional, mediante 
Acuerdo adoptado el día 22 de mayo de 2018, ya desde entonces denunció dicho proceso 
electoral del 20 de mayo de 2018, como una “farsa,” indicando que: 

“incumplió todas las garantías electorales reconocidas en Tratados y Acuerdos de Derechos 
Humanos, así como en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la Ley 
Orgánica de Procesos Electorales, tomando en cuenta la ausencia efectiva del Estado de De-
recho; la parcialidad del árbitro electoral; la violación de las garantías efectivas para el ejer-
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cicio del derecho al sufragio y para el ejercicio del derecho a optar a cargos de elección po-
pular; la inexistencia de controles efectivos en contra de los actos de corrupción electoral 
perpetrados por el Gobierno; la sistemática violación a la libertad de expresión, aunada a la 
parcialidad de los medios de comunicación social controlados por el Gobierno, y la ausencia 
de mecanismos efectivos y transparentes de observación electoral.” 

Por ello, además de otras razones, considerando también que la mayoritaria abstención 
en el proceso se habría configurado como una: 

“decisión del pueblo de Venezuela, quien en defensa de nuestra Constitución y bajo el ampa-
ro de los artículos 333 y 350 que la misma consagra, decidió rechazar, desconocer y no con-
validar la farsa convocada para el 20 de mayo, a pesar de la presión gubernamental a través 
de los medios de control social,” 

la Asamblea Nacional acordó: 

“1. Declarar como inexistente la farsa realizada el 20 de mayo de 2018, al haberse realizado 
completamente al margen de lo dispuesto en Tratados de Derechos Humanos, la Constitución 
y las Leyes de la República. 

2. Desconocer los supuestos resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral y en 
especial, la supuesta elección de Nicolás Maduro Moros como Presidente de la República, 
quien debe ser considerado como un usurpador del cargo de la Presidencia de la República. 

3. Desconocer cualesquiera actos írritos e ilegítimos de proclamación y juramentación en vir-
tud de los cuales se pretenda investir constitucionalmente al ciudadano Nicolás Maduro Mo-
ros como supuesto presidente de la República Bolivariana de Venezuela para el período 
2019-2025.” 1 

Allí estuvo, como lo observó Juan Manuel Raffalli, “la falla de origen,” en el sentido de 
que “todo lo que está aconteciendo políticamente en el país, está vinculado el evento del 20 
de mayo de 2018, el cual no ha sido aceptado dentro y fuera de Venezuela para dar piso 
político y legitimidad a un nuevo período presidencial de Nicolás Maduro.” Por eso se hizo 
dos preguntas: 

 “¿Hubo elecciones el 20 de mayo? ¿Y de ser así, ¿por qué ese evento, en lugar de legitimar 
a Maduro para un nuevo mandato, ha generado este ambiente de rechazo, lucha y hasta de 
cambio político?” 

Para responderlas, Raffalli, con toda lógica, pasó a analizar los Índices de Integridad 
Electoral establecidos universalmente (oportunidad y convocatoria; participación política y 
sufragio pasivo; sufragio activo y registro electoral; voto en el exterior; competitividad elec-
toral; transparencia y observación), concluyendo, con razón, que: 

“El incumplimiento de estos indicadores ha derivado en una percepción generalizada de insu-
ficiencia del evento del 20 mayo para legitimar el ejercicio de la Presidencia. De ahí que la 
comunidad de estados organizados, individualmente o mediante organismos multilaterales 
regionales, se haya pronunciado al respecto. Para citar el ejemplo más contundente, destaca-
mos que el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU, Zeid Ra’ad Al Hus-
sein señaló en relación al proceso del 20 de mayo de 2018 que: “Venezuela no reúne las con-
diciones mínimas para unas elecciones libres y creíbles.” 

                                            
1
  Véase el texto del Acuerdo en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-reiterando-el-

desconocimiento-de-la-farsa-realizada-el-20-de-mayo-de-2018-para-la-supuesta-eleccion-del-pre-
sidente-de-la-republica. Igualmente, en la reseña “Asamblea Nacional desconoce resultados del 

20M y declara a Maduro “usurpador,” en NTN24, 22 de mayo de 2018, en http://www.ntn24.com/ 

america-latina/la-tarde/venezuela/asamblea-nacional-desconoce-resultados-del-20m-y-declara-
nicolas 
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Igualmente, la Asamblea Nacional electa en 2015, en sendos acuerdos de mayo y noviembre 
de 2018, ha desconocido del evento del 20 de mayo del mismo año, calificándolo de “inexis-
tente”. 

Todo lo anterior no hace sino ratificar que, en efecto, el 20 de mayo de 2018 no hubo un res-
peto ni siquiera razonable a los Índices de Integridad Electoral aplicados internacionalmente. 

Por ello, la sociedad ha reaccionado enérgicamente rechazando dicho evento, en lugar de 
aceptar pacíficamente lo que debió ser un proceso electoral normal para dar piso político y 
legitimidad al ciudadano que debía ejercer la Presidencia a partir del 10 de enero de 2019.”  2  

Es la misma precepción que recordó la ONG Acceso a la Justicia, al expresar que en el 
proceso electoral de mayo de 2018, el Consejo Nacional Electoral lo que había hecho era 
allanarle el camino a Nicolás Maduro para que “compitiera prácticamente solo en las 
presidenciales,” no habiendo habido en el mismo “competidores,’ habiéndose realizado el 
viciado proceso con “partidos políticos y candidatos de oposición inhabilitados,” y 
“controlado por un órgano electoral sin independencia, que permitió manipulaciones hasta de 
compra de votos por comida, es decir, “tan plagado de irregularidades,” razón por la cual: 

“gran parte de la comunidad internacional lo desconoció, por lo que dentro y fuera del país se 
considera, y Acceso a la Justicia se incluye que, a partir del 10 de enero de 2019, cuando 
culmina el actual período del Jefe de Estado que inició en 2013, Maduro pasa a ser un presi-
dente ilegítimo y además inconstitucional.” 3  

Como igualmente lo resumió con toda precisión Ramón Escovar León: 

“la “elección” del pasado 20 de mayo estuvo viciada en sus distintas etapas; con partidos y 
candidatos inhabilitados, se trató de un proceso convocado por la asamblea nacional consti-
tuyente, cuya legitimidad no es reconocida por las democracias occidentales, al tiempo que 
careció de integridad electoral.  

Los resultados de estas “elecciones” no fueron reconocidos ni por las democracias occidenta-
les ni por amplios sectores nacionales.”4 

A esa falta de legitimación de origen de la “reelección” presidencial de mayo de 2018 
fue a la cual se refirió la Academia de Ciencias Políticas y Sociales en su Comunicado de 4 
de enero de 2018, al considerar que, precisamente, había sido “la ilegitimidad de la Asamblea 
Nacional Constituyente y de todos sus actos,” así como “la inexistencia de las condiciones 
necesarias para la celebración de elecciones libres y justas” las que habían colocado al país 
ante “la situación inédita” que enfrentábamos los venezolanos en enero de 2019: 

 “pues el venidero 10 de enero de 2019, fecha en la que, como manda el artículo 231 de la 
Constitución, ha de juramentarse al presidente de la República para el período 2019-2025, no 
contamos con un presidente elegido legítimamente a través de elecciones libres y justas. Por 
lo cual, estando previsto constitucionalmente que el candidato elegido para el cargo de Presi-
dente de la República debe tomar posesión el diez (10) de enero del primer año de su período 
constitucional (artículo 231), y tomado en consideración que el actual período constitucional 

                                            
2
  Véase Raffalli, Juan Manuel, “20 de mayo: la falla de origen,” en Prodavinci, 26 de enero de 2019, 

en https://prodavinci.com/20-de-mayo-la-falla-de-origen-1/ 
3
  Véase “Acceso a la Justicia: TSJ contribuyó con la destrucción del voto en 2018,” en La Patilla, 7 

de enero de 2019, en https://www.lapatilla.com/2019/01/07/acceso-a-la-justicia-tsj-contribuyo-

con-la-destruccion-del-voto-en-2018/ 
4
  Véase Escovar León, Ramón, “La sentencia N° 1 de la Sala Constitucional, Schmitt, Carl, en 

Prodavinci, 9 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/la-sentencia-n-1-de-la-sala-constitu-
cional-carl-schmitt-y-el-10-e/ 
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vence el 9 de enero de 2019, y siendo que la elección celebrada el 20 de mayo de 2018, ado-
lece de ilegitimidad e inconstitucionalidad, como ya fuera expuesto por esta Academia y las 
demás Academias Nacionales, esta crisis constitucional debe ser resuelta de manera demo-
crática, constitucional y electoral.” 

Para ello, concluyó la Academia, “frente a esta grave situación, configurada por un con-
junto de hechos totalmente inconstitucionales e ilegítimos,” que había que proceder a “dar 
cumplimiento al deber ciudadano establecido en el artículo 333 de la Constitución” exigiendo 
“a los distintos Poderes Públicos respetar la Constitución,” proceder “al restablecimiento 
pleno del orden constitucional y democrático en el país,” el cual debe lograrse: 

“mediante el acatamiento de los valores, principios y normas de la Constitución, incluidas 
elecciones libre y justas, con un Consejo Nacional Electoral independiente e imparcial, inte-
grado por miembros designados conforme a la Constitución; el respeto y la garantía de los 
derechos humanos; la legalización de los partidos políticos y la habilitación de los candida-
tos; la libertad de expresión  y la independencia de los demás poderes públicos, especialmen-
te el Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República y la Defensoría 
del Pueblo, lo cuales deben ser designados igualmente conforme a la Constitución.” 5 

El mensaje, en realidad, no tenía sino un solo destinatario, que no era otro sino la 
Asamblea Nacional, titular del Poder Legislativo, reconocida como el único órgano con legi-
timidad democrática en el país, ya que todos los otros órganos del Poder Público se encontra-
ban totalmente sometidos al Poder Ejecutivo, en particular el Tribunal Supremo de Justicia, 
el Consejo Nacional Electoral, y los órganos del Poder Ciudadano, con el Fiscal General de 
la República a la cabeza. 

II 

Y ante esa situación, no había otra cosa que hacer que no fuera interpretar la Constitu-
ción para resolver la crisis política que de ella se derivaba. 

Se trataba, sin duda, de una situación constitucional inédita la que existía en el país el 10 
de enero de 2019, que era la de que no existía un presidente legítimamente electo que pudiera 
juramentarse en esa fecha, conforme al artículo 231 la Constitución, y tomar posesión del 
cargo de presidente de la República; situación, que como se ha dicho, no se podía entender 
sino partiendo de la realización de la ilegítima elección presidencial del 20 de mayo de 2018, 
a la cual nos hemos referido antes.  

Ahora para la solución de tal situación, como no había una previsión constitucional ex-
presa que la previera, debía acudirse al más esencial y elemental de los métodos de interpre-
tación previstos en el ordenamiento jurídico (analogía, art. 4, Código Civil), interpretando 
analógicamente el artículo 233 de la propia Constitución que se refiere a los casos de falta 
absoluta del presidente antes de la toma de posesión del cargo (“casos semejantes o materias 
análoga”). Dicha norma, en la parte pertinente, indica lo siguiente:  

“Cuando se produzca la falta absoluta del presidente electo antes de tomar posesión, se pro-
cederá a una nueva elección universal, directa y secreta dentro de los treinta días consecuti-
vos siguientes. Mientras se elige y toma posesión el nuevo presidente se encargará de la Pre-
sidencia de la República el presidente de la Asamblea Nacional.” 

                                            
5
  Véase “Ante el 1º de enero de 2019: fecha en la que ha de juramentarse al presidente de la Repú-

blica conforme a la Constitución,” en https://www.lapatilla.com/2019/01/04/academia-de-ciencias-

politicas-y-sociales-sobre-juramentacion-del-10ene-no-contamos-con-un-presidente-elegido-legiti-
mamente/ 
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Para interpretar la Constitución en relación con la situación constitucional del país antes 
reseñada, conforme a esa norma, expresé mi opinión en dos series de tweets que publiqué los 
días 7 y 12 de enero de 2019 (en @arbrewercarias), con los siguientes textos: 

El 7 de enero de 2019, en efecto, con motivo de una discusión pública que se planteó 
entre las situaciones de “usurpación de autoridad” y “vacío de poder,” la cual, para resolver la 
situación constitucional planteada, estimé que no tenía mayor importancia, indiqué lo si-
guiente: 

“1-3. La calificación de la situación constitucional actual que afecta al poder ejecutivo, como 
usurpación de autoridad o como vacío de poder, en realidad no cambia en forma alguna lo 
que debe ocurrir el 10 de enero, cuando termina el periodo constitucional 2013-2019. 

2-3. El 10-enero-2019 el país entero y la comunidad internacional constatará que no hay un 
presidente que haya sido electo legítimamente, y que a pueda ser juramentado constitucio-
nalmente para ejercer la presidencia para el periodo constitucional 2019-2025. 

3-3. En esta situación, la AN debe considerar que, ante la falta absoluta de presidente electo, el 
presidente de la AN debe encargarse de la Presidencia conforme al artículo 233 C, lo que debe 
ser apoyado por la FAN de la cual, a partir de ese momento, será su Comandante en Jefe.”  

Posteriormente, el 12 de enero de 2019, escribí lo siguiente: 

“1.5. Conforme al art. 233 de la Constitución, tanto el Vicepresidente Ejecutivo como al pre-
sidente de la AN tienen entre las funciones inherente a sus respectivos cargos, la de encargar-
se de la Presidencia de la República en los casos de falta absoluta del presidente de la Rep.  

2.5. En ambos casos, por tanto, cuando el Vicepresidente Ejecutivo o el presidente de la AN 
se juramentan para cumplir con sus propias funciones, entre ellas está, para cada uno, la de 
encargarse de la Presidencia de la República cuando les corresponda, conforme art. 233 
Const. 

3.5 Por tanto, en los casos de falta absoluta del presidente regulados en art. 233 C., tanto el 
presidente de la AN como el vicepresidente, en sus casos, quedan encargados de la Presi-
dencia, de derecho, sin necesidad de juramento adicional, pues ya juraron cumplir esas 
funciones. 

4.5. El art. 233 C. no regula expresamente la situación constitucional actual, por lo que debe 
ser objeto de aplicación analógica por la AN, ajustando su contenido para resolver la crisis y 
restaurar el orden constitucional (Ver interpretación J. I. Hernández, Art. 233. Prodavinci) 

5.5. Aplicado analógicamente art. 233 C., a partir del 10-1 el presidente de la AN Juan Guai-
dó, quien ya se juramentó el 5-1 para cumplir sus funciones, entre ellas encargarse de Presi-
dencia de la Rep., estaría encargado de ella de pleno derecho, sin necesidad de nuevo jura-
mento.” 6 

Con una aproximación similar al tema, José Ignacio Hernández había expresado su cri-
terio sobre la aplicación del método analógico en la interpretación de la situación constitu-
cional que se presentaba el 10 de enero de 2019, conforme al artículo 233 de la Constitución, 
en la forma siguiente: 

“De esa norma puede extraerse el principio según el cual, si para el 10 de enero de 2019 no 
hay un presidente electo, entonces, el presidente de la Asamblea Nacional deberá ser jura-
mentado como presidente encargado hasta tanto se realice una nueva elección presidencial. 

Por lo tanto, considerando (i) que el 10 de enero comienza un nuevo período; (ii) que el pro-
ceso comicial del 20 de mayo no ha sido reconocido como una elección, y (iii) que no habrá 

                                            
6
  Véase en @arbrewercarias 
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un presidente electo para el 10 de enero, entonces, la solución que presenta la Constitución 
sería que el presidente de la Asamblea Nacional fuese juramentado como presidente encar-
gado hasta que se realice una nueva elección.” 7 

Pero por supuesto no bastaban las interpretaciones personales que los ciudadanos pudie-
ran legítimamente hacer buscando una solución a la situación constitucional inédita que el 
país enfrentaba. Era indispensable que el órgano político por excelencia, la Asamblea Nacio-
nal, cuya legitimidad democrática nadie dudaba y como interprete primario de la Constitu-
ción, procediera a hacerlo, y así sucedió. 

En efecto, en enero de 2019, al no existir un presidente electo legítimamente que pu-
diera juramentarse como presidente de la República conforme al artículo 231 de la Consti-
tución, y no estando regulada en forma expresa la situación política que ello implicaba en 
el texto del artículo 233 de la Constitución, la interpretación de la Constitución para su 
aplicación correspondía precisamente al órgano llamado a aplicar dichas normas, que no 
era otro que la Asamblea Nacional, en su carácter de órgano constitucional a través del 
cual el pueblo ejerce su soberanía (art. 5).8 Y ésta, en su carácter de “primer interprete de la 
Constitución,”9 asumió plenamente su responsabilidad constitucional, procediendo a inter-
pretar analógicamente en artículo 233 de la Constitución, y a establecer, conforme al ar-
tículo 333 de la misma Constitución, las bases de un régimen de transición política que 
pudiera restablecer el orden constitucional roto, y conducir al país a la celebración de elec-
ciones libres, justas  transparentes. 

Ningún otro órgano podía asumir esa tarea. 

                                            
7
  Véase Hernández, José Ignacio, “¿Qué va a pasar el 10 de enero?, en Prodavinci, 6 de enero de 

2018, en https://prodavinci.com/que-va-a-pasar-el-10-de-enero/ 
8
  De entrada, hay que recordar que la interpretación constitucional corresponde a todas las personas 

funcionarios y órganos del Estado a quienes corresponde aplicarla. Nadie en el Estado constitucio-
nal, tiene el monopolio de la interpretación constitucional. Como lo expresó Néstor Pedro Sagués, 

“A la Constitución la puede interpretar todo el mundo: legisladores, ministros, paridos políticos, 
simples particulares, grandes corporaciones, litigantes, sindicatos, el defensor del pueblo, los inte-

grantes del Ministerio Público, las comunidades regionales etc. También los jueces…”. Véase Sa-

gués, Néstor Pedro, La interpretación judicial de la Constitución, Segunda edición, Lexis Nexis, 
p. 2. Por su parte, como lo expresó Arteaga Nava, Elisur: “A todos es dable interpretar la Constitu-

ción; no existe norma que atribuya el monopolio de la función a un ente o persona, lo hacen inclu-
so aquellos que no tienen noción de lo que es el derecho.” (p. 108). “Interpretación oficial Inter-

pretar la Constitución es una función, una facultad y una responsabilidad que se ha confiado y re-

cae en todos los poderes, órganos y entes previstos en las Constituciones. Quien está facultado de 
manera expresa para aplicar la carta magna, sin importar qué poder u órgano, está implícitamente 

autorizado para interpretarla.” Véase Arteaga Nava, Elisur, “La interpretación constitucional,” en 
Eduardo Ferrer Mac Gregor (Coordinador), Interpretación constitucional, Universidad Nacional 

Autónoma de México, Editorial Porrúa, Tomo I, México 2005, pp. 108 y 109. 
9
  Como lo expresó Javier Pérez Royo: “El primer interprete de la Constitución y el más importante, 

con mucha diferencia, es el legislador. El legislador es el intérprete normal, ordinario de la Consti-
tución. En consecuencia, la Constitución es una norma jurídica que remite en primera instancia a 

un intérprete político. El Parlamento es el órgano político que interpreta la Constitución de la úni-
ca manera que sabe hacerlo: en clave política. Y, además es un intérprete privilegiado, en la medi-

da en que es el representante democráticamente elegido por los ciudadanos y expresa, por tanto, la 
voluntad general.” Justamente, por eso, su interpretación en forma de ley se impone a toda la s o-

ciedad.” Véase Pérez Royo, Javier, “La interpretación de la Constitución,” en Eduardo Ferrer Mac 

Gregor (Coordinador), Interpretación constitucional, Tomo II, Universidad Nacional Autónoma 
de México, Editorial Porrúa, México 2005, p. 889 
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III 

En ese contexto, sin embargo, ante la situación política que se avecinaba para el 10 de 
enero de 2019 y ante la ilegitimidad de la “reelección” de Nicolás Maduro, lo primero que se 
planteó fue así éste hubiera querido acudir ante la Asamblea Nacional, ésta no podía permitir 
que el mismo se juramentara ante ese cuerpo, sobre todo cuando tenía declarado desde mayo 
de 2018, “como inexistente la farsa realizada el 20 de mayo de 2018,” y había desconocido 
“los supuestos resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral y en especial, la 
supuesta elección de Nicolás Maduro Moros como Presidente de la República, quien debe ser 
considerado como un usurpador del cargo de la Presidencia de la República.”10 

Quizás por ello, cinco días antes del 10 de enero de 2018, el presidente de la fraudulenta 
Asamblea Nacional Constituyente y primer vicepresidente del Partido Socialista Unido 
(PSUV), ya anunciaba oficialmente y así salió publicado en la prensa, que la “juramentación 
de Maduro será ante el TSJ,” supuestamente en virtud de que la “Asamblea Nacional, órgano 
facultado para tal fin, está en desacato.”11 A los efectos del funcionamiento autoritario del 
Estado, se trató de una especie de “sentencia” resolviendo el asunto, sobre la cual, dos días 
después, el 7 de enero de 2019, el mismo funcionario insistiría explicando “que el presiden-
te Nicolás Maduro será juramentado ante el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) tras la 
situación de desacato judicial en la que se mantiene la Asamblea Nacional (AN).”12  

Luego de “dictada” dicha decisión, la cual sin duda aparecía ya como definitiva, vino la 
lamentable rúbrica a lo “decidido” a cargo de la Sala Constitucional del mismo Tribunal 
Supremo de Justicia, al resolver sumiso, mediante sentencia N° 1 de 8 de enero de 2019,13 un 
recurso de interpretación abstracta de los artículos 231 y 347 de la Constitución, el cual había 
sido intentado un mes antes, el 11 de diciembre de 2018, por un ciudadano (Otoniel Pautt 
Andrade), “con relación a la toma de posesión del cargo y la previa juramentación del candi-
dato elegido en la elección presidencial celebrada en fecha 20 de mayo de 2018,” lo cual, 
según el recurrente, implicaban “la legitimidad del mandato presidencial para el nuevo perio-
do constitucional,” para cuya decisión el mismo día se designó Ponente al Magistrado Juan 
José Mendoza Jover. 

                                            
10

  Véase el texto del Acuerdo en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-reiterando-el-
desconocimiento-de-la-farsa-realizada-el-20-de-mayo-de-2018-para-la-supuesta-eleccion-del-pre-

sidente-de-la-republica. Igualmente, en la reseña “Asamblea Nacional desconoce resultados del 
20M y declara a Maduro “usurpador,” en NTN24, 22 de mayo de 2018, en http://www.ntn24. 

com/america-latina/la-tarde/venezuela/asamblea-nacional-desconoce-resultados-del-20m-y-decla-

ra-nicolas 
11 

 Véase la reseña de la noticia en NTN24, 5 de enero de 2019, en http://www.ntn24.com/america-
latina/venezuela/cabello-anuncia-que-juramentacion-de-maduro-sera-ante-el-tsj-102440. Igualmente, 

la reseña en “Maduro le responde a la Asamblea y anuncia juramento ante el Tribunal Supremo,” en 
El País, 5 de enero de 2019, en https://www.elpais.com.uy/mundo/maduro-le-responde-asamblea-

anuncia-juramento-tribunal-supremo.html 
12 

  Véase la reseña “PSUV explica juramentación de presidente Maduro ante TSJ,” en Telesur,7 de 

enero de 2019, en https://www.telesurtv.net/news/diosdado-cabello-psuv-juramentacion-nicolas-
maduro-tsj--20190107-0024.html 

13
   Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/303336-0001-8119-2019-18-0835.HTML. 

Véanse los comentarios a esta sentencia en Allan R, Brewer-Carías, “El juez constitucional en Vene-

zuela y la juramentación de Nicolás Maduro como Presidente de la República ante el Tribunal Su-
premo de Justicia el 10 de enero de 2019. Sobre el verdadero sentido de la sentencia de la Sala Cons-

titucional N° 1 del 8 de enero de 2019,” en http://allanbrewercarias.com/wp-content/uploads/2019/ 
01/187.-El-Juez-Constitucional-y-el-juramento-de-N.-Maduro-el-10-1-2019.-1.pdf 
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El artículo 231 establece la forma de la toma de posesión del Presidente electo me-
diante juramento ante la Asamblea Nacional, con la previsión de que cuando ello no sea 
posible por “motivo sobrevenido” entonces la juramentación debe hacerse ante el Tribunal 
Supremo de Justicia; y el artículo 347 establece el propósito de la Asamblea Nacional 
Constituyente; habiendo sido la “duda razonable” planteada ante la Sala una supuesta si-
tuación de que “la Asamblea Nacional se encuentra en desacato según decisiones dictadas 
por esta misma Sala Constitucional y por lo tanto está inhabilitada para cumplir el mandato 
de juramentación presidencial,” situación en la que, ante la falta de competencia constitu-
cional de la Asamblea Nacional Constituyente para recibir dicho juramento, solicitaba a la 
Sala que determinara: 

“¿ante cuál Poder Público (Asamblea Nacional, Tribunal Supremo de Justicia en Sala Plena o 
en Sala Constitucional o Asamblea Nacional Constituyente), el candidato elegido: ciudadano 
Nicolás Maduro Moros debe hacer la previa juramentación y toma de la posesión de su cargo 
para el nuevo periodo constitucional del 2019 al 2025?” 

La Sala, para decidir lo solicitado, hizo una serie de disgregaciones sobre otros temas, 
conexos, pero no relevantes para decidir lo que se le pidió, y menos para resolver la antes 
mencionada “duda razonable,” como si el redactor de la sentencia tuviese necesidad de “re-
llenar” el texto para darle cierto volumen, procediendo sin embargo a dictar su decisión, solo 
en un párrafo –sí, un párrafo–, bajo un acápite con el título de “Culminación del período 
constitucional presidencial vigente e inicio del nuevo período constitucional,” así: 

“en cuanto a la interrogante sobre ante cuál órgano del Poder Público debe juramentarse el 
ciudadano Nicolás Maduro Moros para el ejercicio del cargo de Presidente de la República 
para el cual fue electo en los comicios presidenciales el pasado 20 de mayo de 2018, esta Sa-
la reitera, una vez más, que el Órgano Legislativo Nacional se encuentra en flagrante desaca-
to, y por ser este un motivo por el cual el Presidente de la República no puede tomar pose-
sión ante la Asamblea Nacional, tal como lo dispone la norma contenida en el artículo 231 
del Texto Fundamental, lo hará ante el Tribunal Supremo de Justicia, para lo cual se convoca 
al ciudadano Nicolás Maduro Moros para el día 10 de enero de 2019, a las 10 a.m. para que 
se presente ante el Tribunal Supremo de Justicia a los fines de ser juramentado como Presi-
dente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela para el período presidencial 
2019-2025. Así se decide.”  

Y eso fue todo. 

No indicó la Sala, ni siquiera referencialmente, en cuáles sentencias se había declarado 
y reiterado el supuesto “desacato” de la Asamblea Nacional,14 ni porqué o cómo esa supuesta 
situación de “desacato” se podía considerar como el “motivo sobrevenido” (como si fuese 
siendo ex ante y no ex post) al cual se refiere el artículo 231 de la Constitución, para “orde-
nar” que la juramentación de N. Maduro se hiciese ante el Tribunal Supremo de Justicia; es 
decir, se trató de una decisión inmotivada, adoptada por la Sala Constitucional, conforme lo 
precisó Ramón Escovar León:   

 

 

                                            
14

  Véase sobre esas sentencias lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías, La dictadura judicial y la 

perversión del Estado de derecho. el Juez Constitucional y la destrucción de la democracia en 

Venezuela (Prólogo de Santiago Muñoz Machado), Ediciones El Cronista, Fundación Alfonso 
Martín Escudero, Editorial IUSTEL, Madrid 2017. 
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“sin exponer las razones y motivos que expliquen por qué ese supuesto “desacato” constituye 
un impedimento para juramentarse ante el parlamento, como lo establece la Constitución. Se 
utiliza el término “desacato” de manera ambigua, vaga e indefinida para utilizarlo cada vez 
que desean arrebatarle al parlamento legítimo sus facultades constitucionales.” 15 

En todo caso, lo que es importante a retener es que la decisión del recurso de interpreta-
ción formulado, a los efectos de responder la “duda razonable” del recurrente, no le ocupó a 
la Sala más de una página.   

Pero sin embargo, la sentencia N° 1 del 10 de enero de 2019 no se quedó solo en resol-
ver lo solicitado, sino que con la excusa de incluir unas “consideraciones para decidir,” la 
Sala se refirió a dos temas distintos, dejando así sentado criterios, como obiter dictum, sin 
que nadie se lo hubiese solicitado, sobre el derecho al sufragio y la abstención, y sobre los 
poderes de la Asamblea Nacional Constituyente; ninguno de los cuales tenía realmente rela-
ción esencial con las dudas planteadas y lo decidido. 

Pero la inclusión de esos obiter dictum, sin embargo, no fue nada inocente. Dado que lo 
resuelto en la sentencia lo consideró la propia Sala como una “ampliación del criterio vincu-
lante sostenido en la sentencia de esta Sala N° 2 del 9 de enero de 2013,”16 pasó a argumentar 
en la misma sobre los dos temas antes mencionados, dejando sentando criterios generales 
“interpretativos” sobre ellas. 

El primer tema que trató la Sala Constitucional fue el del derecho al sufragio y el senti-
do de la abstención electoral. Aquí, la Sala destacó que, a diferencia de la Constitución de 
1961 que consagró el sufragio como un derecho y como un deber, en la de 1999 solo se lo 
reconoció expresamente como un derecho, lo que implica según la Sala que: 

“su ejercicio (aun en los casos de votos nulos) debe ser respetado por aquellos que hayan de-
cidido no hacer efectivo el mismo, pues su falta de ejercicio, al perder su carácter obligatorio, 
no comporta ninguna consecuencia jurídica.” 

Es decir, la Sala consideró que: 

“el ejercicio del derecho al sufragio es una manifestación de soberanía que no puede ser des-
conocida por la falta de participación de aquellos que deciden no hacerlo, porque, precisa-
mente, esa decisión de no intervenir o participar es también un derecho y, como tal, no puede 
menoscabar el derecho al sufragio para la elección de las autoridades cuyos cargos son de 
elección popular, a quienes decidan expresar su voluntad mediante el voto libre, secreto, uni-
versal y directo.” 

Y de todo ello, concluyó la Sala, refiriéndose a la abstención electoral, que “la falta de 
participación es responsabilidad solo de quien o quienes dispongan no ejercer su derecho al 
sufragio activo, por lo que resultaría un contrasentido la pretensión de imponer la abstención 
como mecanismo de desconocimiento de la voluntad de quienes sí ejercieron su derecho al 
sufragio;” para terminar decidiendo con carácter vinculante que: 

                                            
15

  Véase Escovar León, Ramón, “La sentencia N° 1 de la Sala Constitucional, Carl Schmitt y el 10 

E” en Prodavinci, 9 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/la-sentencia-n-1-de-la-sala-consti-
tucional-carl-schmitt-y-el-10-e/ 

16 
 Véase los comentarios sobre esta sentencia en Brewer-Carías, Allan R. “Crónica sobre la anuncia-

da sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 9 de enero de 2013 mediante la 
cual se conculcó el derecho ciudadano a la democracia y se legitimó la usurpación de la autoridad 

en golpe a la Constitución,” en Aguiar, Asdrúbal (Compilador), El Golpe de Enero en Venezuela 

(Documentos y testimonios para la historia), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2013, pp. 
133-148. 
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“La naturaleza del sufragio en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela es 
un derecho, por lo que la abstención en su ejercicio no puede menoscabar el derecho consti-
tucional de quienes sí lo ejercieron.” 

O sea, que para la Sala Constitucional, la democracia se limita al ejercicio formal del dere-
cho al voto, sin que tenga importancia alguna la legitimidad democrática de la representación; 
de manera que con el argumento expuesto, y quitándole todo sentido a la abstención electoral, 
para la Sala Constitucional bastaría que un Presidente sea electo con un solo voto, por ejemplo, 
el suyo propio, o el de sus amigos y correligionarios, así sean éstos los que participen en el 
proceso, para considerar que se ha producido una elección popular “legítima”. 

Esto, por supuesto, es la negación del principio democrático de la representación popu-
lar, al cual, con esta sentencia, se lo pretende vaciar totalmente de contenido esencial, para 
justificar, de aquí en adelante, como interpretación constitucional “vinculante,” que basta que 
voten unos cuantos ciudadanos, así la elección no tenga garantía de ser libre, ni justa, ni 
trasparente, ni plural ni imparcial, para que una elección se considere “legítima,” aún a sa-
biendas de que los electos no representen realmente la globalidad del pueblo ni tienen el 
respaldo de la mayoría.17  

O sea, se trata, según lo decretado con “carácter vinculante” por la Sala Constitucional, 
del abandono definitivo del principio de la democracia representativa, el cual, al contrario, lo 
que debe buscar es garantizar que los representantes electos, efectivamente, representen las 
mayorías y no a una minoría que controla el poder,18 como desde siempre ha ocurrido por 
ejemplo en Cuba.19  

Después de dejar sentado el principio antes mencionado de acabar con la democracia 
representativa, reduciéndola a una mera democracia formal, reducida al voto, sin considera-
ción alguna respecto de su legitimidad ni sobre la búsqueda de una efectiva representatividad, 
la Sala Constitucional pasó a analizar el proceso constituyente iniciado en Venezuela el 1º de 
mayo de 2017, cuando Nicolás Maduro dijo la Sala “convocó al poder originario, esto es, 
el Poder Constituyente, para la formación de una Asamblea Nacional Constituyente” que se 
instaló el “4 de agosto de 2017, luego de la respectiva elección de los constituyentes (30 de 
julio de ese mismo año).” 

                                            
17 

  Particularmente, en el caso de la viciada elección presidencial del 20 de mayo de 2018, según 

cifras atribuidas a Luis Emilio Rondón, Rector del Consejo Nacional Electoral, de un Registro 
Electoral de 20.750.809 de electores, solo hubo 3.590.040 de votos válidos (17,3%), de los cuales 

N. maduro obtuvo 1.811.220 votos (8,73%), con una abstención general del 82,70%. Véase sobre 

el desconocimiento de Rondón sobre los resultados “oficiales” de esas elecciones en Ronny Ro-
dríguez Rosas, “rector Luis Emilio Rondín desconoce resultados de elecciones presidenciales,” en 

EfectoCocuyo, 20 de mayo de 2018, en http://efectococuyo.com/cocuyo-electoral/rector-luis-emi-
lio-rondon-desconoce-resultados-de-elecciones-presidenciales/ 

18
   Véase Brewer-Carías, Allan R.  “La necesaria revalorización de la democracia representativa ante 

los peligros del discurso autoritario sobre una supuesta “democracia participativa” sin representa-

ción,” en Derecho Electoral de Latinoamérica. Memoria del II Congreso Iberoamericano de De-
recho Electoral, Bogotá, 31 agosto-1 septiembre 2011, Consejo Superior de la Judicatura, ISBN 

978-958-8331-93-5, Bogotá 2013, pp. 457-482. 
19 

 Véase Brewer-Carías, Allan R. “La necesaria perfectibilidad del sistema electoral cubano,” en  
Seminario sobre Elecciones y Derechos Humanos en Cuba y América, 24-25 de noviembre de 

1997, Centro Capitolio de La Habana, Unión Nacional de Juristas de Cuba, Instituto Interameri-

cano de Derechos Humanos (IIDH), Agencia Sueca de Cooperación Internacional para el Desarro-
llo (ASDI), San José, Costa Rica 1998, pp. 273-286. 
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Para su análisis, la Sala partió de una referencia a la sentencia dictada el 19 de enero de 
1999, por la Sala Político-Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia, bajo po-
nencia del Magistrado Humberto J. La Roche, en la cual se interpretaron los artículos 4 de la 
Constitución de 1961 y 181 de la derogada Ley Orgánica del Sufragio y Participación Políti-
ca,20 procediendo a glosar sus párrafos sobre la asamblea constituyente y el poder constitu-
yente originario, dejando así sentada su propia doctrina sobre ello, sin que nadie se lo hubiese 
pedido, y sobre lo cual nunca antes había elaborado, pues en las sentencias que dictó en 2017 
cuando decidió sobre las impugnaciones presentadas contra la convocatoria a la Asamblea 
Nacional Constituyente,21 no analizó la materia. 

Con esta sentencia N° 1 de 10 de enero de 2018, entonces, la Sala Constitucional, y de-
jando aparte sus citas a Carl Schmitt y otros autores, “aprovecho” la ocasión para darle for-
malmente a la Asamblea Nacional Constituyente y en forma “vinculante,” por supuestamente 
interpretar el artículo 347 de la Constitución, poderes absolutos, totales y casi ilimitados, y 
por supuesto por encima de la Constitución, ratificando así la existencia en el país de una 
“dictadura constituyente.”22 No otra explicación tiene el excurso de la Sala en esta materia. 

Y comenzó así la Sala a considerar que “el poder constituyente originario se entiende 
como potestad primigenia de la comunidad política para darse una organización jurídica y 
constitucional,” como Poder que es “previo y superior al régimen jurídico establecido,” sien-
do en definitiva “la más genuina y principal forma de expresión política de los ciudadanos, 
pues en ella se dará forma a la creación del Estado que se pretende,” concluyendo con la 
afirmación de que “podemos decir que el poder constituyente es política pura, creadora, 
innovadora y originaria.” 

Con base en ello, la Sala pasó a precisar “las características de las cuales goza el poder 
constituyente,” destacando entre ellas, su carácter originario, el cual, según explicó Sánchez 
Agesta, “es un poder ajeno a toda competencia previa, a toda reglamentación predeterminada 
que, al contrario de lo que sucede con los poderes constituidos, no existe dentro sino fuera del 
Estado;” según Rondón Nucete, no tiene “autoridad alguna que esté por encima de éste;” y 
según Sieyès “lo puede todo.” Como consecuencia de su poder originario, concluyó la Sala: 

“el poder constituyente no puede ser regulado jurídicamente por la Constitución misma ni 
pueden establecerse de un modo fijo sus formas de manifestación, es él mismo quien deberá 
buscar y crear las formas mediante las cuales se manifestará. El poder constituyente se mani-
festará a través de actos que tienen carácter y efectos jurídicos, los cuales son expresión real 
de la voluntad política.” 

Con ello, simplemente, la Sala Constitucional decidió que la Asamblea Nacional Consti-
tuyente inconstitucional y fraudulentamente convocada y electa en 2017, era un poder consti-

                                            
20 

 Véase sobre dicha sentencia los comentarios en Brewer-Carías, Allan R. Poder Constituyente 
Originario y Asamblea Nacional Constituyente (Comentarios sobre la interpretación jurispruden-

cial relativa a la naturaleza, la misión y los límites de la Asamblea Nacional Constituyente), Co-

lección Estudios Jurídicos Nº 72, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999. 
21

  Véase las sentencias N° 378 de 31 de mayo de 2017 y N° 455 de 12 de junio de 2017. Véase los 
comentarios a las mismas en Brewer-Carías, Allan R. “El Juez Constitucional vs. el pueblo como 

poder constituyente originario. (Sentencias de la Sala Constitucional N° 378 de 31 de mayo de 
2017 y N° 455 de 12 de junio de 2017),” en Revista de Derecho Público, Nº 149-150, (enero-junio 

2017), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, pp. 353-363.  
22

   Véase Brewer-Carías, Allan R. Usurpación constituyente 1999, 2017. La historia se repite: una 

vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios Jurídicos, N° 121, Editorial Jurídica 
Venezolana International, 2018. 
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tuyente originario que no está sujeto a la Constitución de 1999, abarcando a todos los poderes 
constituidos, los cuales consideró le están “subordinados,” sirviéndoles de “fundamento 
previo” en el sentido de que según la Sala, “todos los poderes constituidos, las competencias 
y atribuciones de estos poderes son creadas, modificadas o renovadas por el poder constitu-
yente.” 

Con base en estos principios derivados de los autores que la Sala glosó en su sentencia, 
concluyó indicando sobre la Asamblea Nacional Constituyente como poder constituyente 
originario, que ello dio lugar a “un panorama distinto en la relación jurídica política entre el 
poder constituyente y los poderes constituidos,” indicando que: 

“El órgano constituyente es la representación de la voluntad política de la sociedad represen-
tada en una asamblea, cuyo fin es la constitución de un nuevo Estado. Aunado a esto, debe-
mos recordar que el poder constituyente es extraordinario, pues no tiene cabida dentro del 
Estado sino fuera de él para la constitución de uno nuevo; por ende, las circunstancias en las 
cuales se hace necesario dicho poder originario son excepcionales e inusuales.” 

Con base en ello, y considerando la Sala que la Asamblea Nacional Constituyente “está 
fuera del Estado,” consideró que dicho órgano procedió, como “órgano plenipotenciario,” a 
“convocar a elecciones para con ello procurar mantener el orden y la paz en la sociedad.” 

El único límite al “producto de las actuaciones o deliberaciones” de la Asamblea Nacio-
nal Constituyente, sin embargo, conforme la Sala lo decidió en su sentencia N° 378 del 31 de 
mayo de 2017, se refiere al “carácter republicano del Estado, la independencia (soberanía), la 
paz, la libertad, el mantenimiento de los valores, principios y garantías democráticas, y la 
progresividad de los derechos humanos” conforme a lo dispuesto en el artículo 350 de la 
Constitución. De resto, la Sala encontró que: 

“si hubiera sido regulado constitucionalmente el proceso de formación del texto fundamental 
y la actuación del cuerpo constituyente, se habrían creado límites que desnaturalizarían su ca-
rácter de poder constituyente originario y, en principio, ilimitado.” 

Todo lo anterior, nada tenía que ver con la “interpretación” que se le había solicitado, y 
solo podía entenderse como una forma de dejar sentado, criterios sobre los poderes omnímo-
dos de la Asamblea nacional Constituyente, quizás pretendiendo preparar el camino para 
futuras actuaciones de la misma, aun cuando en solo unas semanas siguientes, ya parecía 
improbable que pudieran ocurrir. El laberinto que la propia Sala había contribuido a armar en 
2017 se había tragado también a la Asamblea Nacional Constituyente. 

La sentencia, en todo caso, y dejando sentados los obiter dictum antes mencionados, 
concluyó simplemente disponiendo: 

“Se convoca al ciudadano Nicolás Maduro Moros para el 10 de enero de 2019, a las 10:00 
a.m., para que se presente ante el Tribunal Supremo de Justicia a los fines de ser juramentado 
como Presidente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela para el período 
presidencial 2019-2025.” 

IV 

Y así ocurrió. Nicolás Maduro se presentó ante el Tribunal Supremo de Justicia, com-
pletándose lo que el diario El País de Madrid, del mismo día, calificó como “La farsa de 
Maduro,” indicando que: 
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“Nicolás Maduro renueva hoy su mandato como presidente de una Venezuela con tintes es-
pectrales: la falta de alimentos, la escasez de productos básicos o el derrumbe del sistema sa-
nitario infligen un castigo de proporciones bíblicas a los venezolanos.”23 

En el mismo trasfondo, pero desde el punto de vista institucional, Ramón Escovar León, 
destacó, con razón, que: 

“Estamos ante un cuadro inédito en nuestra historia constitucional: una Asamblea Nacio-
nal a la que se le ha despojado de sus facultades; una Constitución vigente pero que se le 
ha vaciado de contenido; una concentración de poderes en manos del presidente que ful-
mina cualquier rastro de democracia; la prensa independiente maniatada o perseguida; una 
hiperinflación jamás vista en América Latina; una diáspora sin precedentes en la historia 
del continente y la amenaza de profundizar la tragedia por la vía de la fuerza y al amparo 
de las bayonetas.”24  

Y desde el punto de vista del derecho constitucional, con el acto de juramentación de 
Maduro ante el Tribunal Supremo de Justicia, como lo destacó José Ignacio Hernández, lo 
que se consolidó fue una usurpación de autoridad, pues Nicolás Maduro no podía “asumir la 
Presidencia de la República mediante juramento” pues no se lo podía considerar como “pre-
sidente electo, pues el evento político del 20 de mayo de 2018 no puede ser considerado 
como una elección libre y transparente.”25  

Por ello, la Asamblea Nacional el mismo día 10 de enero de 2019, se declaró “en emer-
gencia debido a la ruptura completa del hilo constitucional” para, como el intérprete primario 
de la Constitución, establecer “la ruta para que cese la usurpación;”26 habiendo el  presidente 
de la Asamblea Nacional expresado el mismo día, que” “Hoy no hay Jefe de Estado, hoy no 
hay comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, hoy hay una Asamblea Nacional que repre-
senta al pueblo de Venezuela,” expresando que el gobierno no fue electo por el voto popular 
de los venezolanos, haciendo un llamado a las Fuerzas Armadas para que tomasen acciones 
contundentes para acabar con la “usurpación” en el país.27 

En todo caso, y también como secuela de lo que se había expresado en mayo de 2018, 
en el mismo día 10 de enero de 2019 cuando se llevó a cabo la juramentación de Nicolás 
Maduro,” el Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos, a propuesta de 
Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Estados Unidos, Perú y Paragua, aprobaba una 
Resolución desconociendo a Nicolás Maduro como el presidente de Venezuela, l cual fue 
adoptada con el voto favorable de Jamaica, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 

                                            
23

  Véase “La farsa de Maduro,” en El País, 10 de enero de 2019. 
24 

 Véase Escovar León, Ramón, “La sentencia N° 1 de la Sala Constitucional, Carl Schmitt y el 10 

E,” en Prodavinci, 9 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/la-sentencia-n-1-de-la-sala-
constitucional-carl-schmitt-y-el-10-e/ 

25 
 Véase Hernández, José Ignacio, “La usurpación de la Presidencia de la República a partir del 10 de 

enero de 2019: consecuencias en el Derecho Constitucional y en el Derecho Internacional ,” 9 enero 

2019, en https://www.academia.edu/38119920/La_usurpaci%C3%B3n_de_la_Presidencia_de_ la_ 
Rep%C3%BAblica_a_partir_del_10_de_enero_de_2019_consecuencias_en_el_Derecho_Constitucio

nal_y_en_el_Derecho_Internacional?email_work_card=thumbnail-desktop 
26

  Véase el reportaje “Venezuela: Asamblea Nacional se declara “en emergencia” por jura de Nicolás 
Maduro. Su presidente, Juan Guaidó hizo un llamado a las fuerzas militares de Venezuela para que 

acompañen una eventual transición política, en Tele13, 10 de enero de 2019, en http://www.t13.cl/ 

noticia/mundo/venezuela-asamblea-nacional-se-declara-emergencia-jura-nicolas-maduro 
27

  Véase el reportaje “Juan Guaidó: Hoy no hay jefe de Estado,” en Noticiero52, 10 de enero de 
2019, en https://noticiero52.com/juan-guaido-hoy-no-hay-jefe-de-estado/ 
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Santa Lucía, Argentina, Bahamas, Brasil, Canadá, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Granada, 
Guatemala, Guyana, Honduras y Haití; la abstención de México, Saint Luis, Uruguay, Anti-
gua y Barbuda, Barbados y El Salvador; y el voto en contra de Nicaragua, San Vicente y 
las Granadinas, Surinam, Belice, Dominica y Venezuela.28 

En la Resolución se expresó, además: 

“No reconocer la legitimidad del régimen de Nicolás Maduro a partir del 10 de enero de 
2019. 

Urgir a todos los Estados miembros a invitar a los observadores permanentes de la OEA a 
adoptar de conformidad del derecho internacional y su legislación nacional las medidas di-
plomáticas, políticas, económicas y financieras que consideren apropiadas para contribuir a 
la pronta restauración del orden democrático venezolano. 

Llamado a la realización de nuevas elecciones presidenciales. 

Invita a los Estados miembros y los observadores permanentes a implementar medidas para 
atender la crisis humanitaria venezolana. 

Urge al régimen venezolano para que permita el inmediato ingreso para la ayuda humanitaria. 

Exige la inmediata e incondicional liberación de los presos políticos. 

Expresa su activa solidaridad del pueblo venezolano.”29 

V 

La Asamblea Nacional, anticipándose a estos hechos, conforme a lo que había acordado 
en mayo de 2018, desde el 13 de noviembre de 2018 ya había adoptado un Acuerdo “para 
impulsar una solución política a la crisis nacional,” indicando que: 

“a partir del 10 de enero de 2019 Nicolás Maduro continúa la usurpación de la Presidencia de 
la República, pues a pesar de no ser presidente electo, ocupa de hecho la Presidencia de la 
República, con lo cual todas las decisiones del Poder Ejecutivo Nacional son ineficaces a 
partir de ese día, en los términos del artículo 138 de la Constitución.”  

Y así, siguiendo esa misma línea política, con posterioridad a la juramentación de Ma-
duro ante el Tribunal Supremo de Justicia el 10 de enero de 2019, el 15 de enero de 2019 la 
Asamblea Nacional adoptó un importantísimo “Acuerdo sobre la declaratoria de usurpa-
ción de la Presidencia de la República por parte de Nicolas Maduro Moros y el restableci-
miento de la vigencia de la Constitución,”30 y, en el mismo, interpretando la Constitución, 
                                            
28

  Véase la información en El País, 11 de enero de 2019, en https://elpais.com/internacional/2019/01 
/10/estados_unidos/1547142698_233272.html 

29
  Véase en El Nacional, 10 de enero de 2019, en http://www.el-nacional.com/noticias/mundo/oea-

aprobo-resolucion-para-desconocer-juramentacion-maduro_265882 
30

  Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-sobre-la-declaratoria-de-usurpacion 

de-la-presidencia-de-la-republica-por-parte-de-nicolas-maduro-moros-y-el-restablecimiento-de-la-
vigenciade-la-constitucion. La Asamblea,  ese mismo día, adoptó otros tres importantes Acuerdos 

que fueron: “Acuerdo para la autorización de la ayuda humanitaria para atender la crisis social que 

sufre el pueblo venezolano;” “Acuerdo en solicitud de protección de activos del Estado venezo-
lano ante los países de Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Guatemala, Guya-

na, Honduras Panamá, Paraguay, Perú, Estados Unidos, Bulgaria, Rusia, China, Turquía, Emiratos 
Árabes y la Unión Europea ante la flagrante usurpación del poder ejecutivo por parte del ciuda-

dano Nicolás Maduro Moros,” y “Acuerdo sobre la necesidad de una Ley de amnistía para los ci-
viles y militares que apegándose al artículo 333 de la Constitución, colaboren en la restitución del 

orden.” 
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constató que “la anterior situación de usurpación no encuentra una solución expresa en la 
Constitución;” y consideró, con razón, que correspondía entonces a la propia Asamblea Na-
cional “como única autoridad legítima del Estado y representante del pueblo venezolano,” 
interpretar el texto fundamental y, en consecuencia, adoptar “decisiones para proceder a 
restablecer la vigencia del orden constitucional, con fundamento en los artículos 5, 187, 233, 
333 y 350 de la Constitución.” 

En particular, la Asamblea Nacional se refirió al artículo 333 de la Constitución31 que 
obliga a los ciudadanos, incluyendo a los funcionarios al servicio del Estado, a realizar todas 
las acciones necesarias para colaborar en el restablecimiento de la vigencia efectiva de la 
Constitución, y al artículo 350 de la Constitución32 que reconoce “el derecho a la desobedien-
cia civil frente a la usurpación de Nicolás Maduro,” considerando en su carácter de órgano de 
representación popular, a través del cual el pueblo ejerce su soberanía (art. 4 de la Constitu-
ción), que era necesario, “ante la ausencia de una norma constitucional que regule la situa-
ción actual,” proceder a: 

“aplicar analógicamente el artículo 233 de la Constitución, a los fines de suplir la inexisten-
cia de presidente electo al mismo tiempo que se emprendan las acciones para restablecer el 
orden constitucional con base en los artículos 333 y 350 de la Constitución, y así hacer cesar 
la usurpación, conformar efectivamente el Gobierno de Transición y proceder a la organiza-
ción de elecciones libres y transparentes.” 

En esta forma, la Asamblea Nacional, como el intérprete primario de la Constitución y 
como el órgano a través del cual el pueblo ejerce su soberanía, acordó la aplicación analógica 
del artículo 233 de la Constitución, lo que significó que en ausencia de presidente electo 
legítimamente para juramentarse como presidente para el período 2019-2025, el presidente de 
la Asamblea Nacional se debía encargar de la presidencia de la República; acordando ade-
más, oficialmente, en aplicación de los artículos 333 y 350 de la misma Constitución, lo 
siguiente: 

“Primero: Declarar formalmente la usurpación de la Presidencia de la República por parte de 
Nicolás Maduro Moros y, por lo tanto, asumir como jurídicamente ineficaz la situación de 
facto de Nicolás Maduro y reputar como nulos todos los supuestos actos emanados del Poder 
Ejecutivo, de conformidad con el artículo 138 de la Constitución. 

Segundo: Adoptar, en el marco de la aplicación del artículo 233, las medidas que permitan 
restablecer las condiciones de integridad electoral para, una vez cesada la usurpación y con-
formado efectivamente un Gobierno de Transición, proceder a la convocatoria y celebración 
de elecciones libres y transparentes en el menor tiempo posible, conforme a lo previsto en la 
Constitución y demás leyes de la República y tratados aplicables. 

Tercero: Aprobar el marco legislativo para la transición política y económica, fijando las 
condiciones jurídicas que permita iniciar un proceso progresivo y temporal de transferencia 
de las competencias del Poder Ejecutivo al Poder Legislativo, con especial atención en aquellas 
que permitan adoptar las medidas necesarias para restablecer el orden constitucional y atender 
la emergencia humanitaria compleja, incluida la crisis de refugiados y migrantes.  

                                            
31 

 Recordemos que esta norma del artículo 333, reza así: “Esta Constitución no perderá su vigencia 
ni dejará de observarse por acto de fuerza o porque fuere derogada por cualquier otro medio distin-

to al previsto en ella. En tal eventualidad, todo ciudadano investido o no de autoridad, tendrá el 
deber de colaborar en el restablecimiento de su efectiva vigencia.” 

32 
 Recordemos que esta norma del artículo 350, reza así: “El pueblo de Venezuela, fiel a su tradición 

republicana, a su lucha por la independencia, la paz y la libertad, desconocerá cualquier régimen, 

legislación o autoridad que contraríe los valores, principios y garantías democráticos o menoscabe 
los derechos humanos.” 
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El presidente de la Asamblea Nacional se encargará de velar por el cumplimiento de la nor-
mativa legal aprobada hasta tanto se restituya el orden democrático y el Estado de Derecho 
en el país. 

Cuarto: Establecer un marco legislativo que otorgue garantías para la reinserción democráti-
ca, de modo que se creen incentivos para que los funcionarios civiles y policiales, así como 
los componentes de la Fuerza Armada Nacional, dejen de obedecer a Nicolás Maduro Moros 
y obedezcan, de conformidad con los artículos 7 y 328 de la Constitución, las decisiones de 
la Asamblea Nacional a los fines de cumplir con el artículo 333 de la Carta Magna. 

Quinto: Instrumentar las medidas necesarias para que, en el marco de las competencias de 
control de la Asamblea Nacional, este Parlamento proteja los activos de la República a nivel 
nacional e internacional, y los mismos puedan ser utilizados para atender la emergencia hu-
manitaria compleja. 

Sexto: Disponer de las medidas necesarias para que, de conformidad con las tratados aplicables, 
la Constitución y las leyes de la República, se asegure la permanencia del Estado venezolano en 
organismos multilaterales y la vinculación de los mecanismos internacionales de protección de 
Derechos Humanos como límites al ejercicio del poder político en Venezuela.”33  

Conforme a este marco, adoptado en un acto parlamentario sin forma de Ley dictado en 
ejecución directa e inmediata de la Constitución, la Asamblea Nacional en Venezuela asumió 
el proceso político de restablecer el orden democrático, hacer cesar la usurpación de la presi-
dencia de la República por parte de Nicolás Maduro, establecer el marco para la transición 
política, previendo que el presidente de la Asamblea Nacional, es decir, del Poder legislativo, 
asuma progresiva y temporalmente las funciones que le corresponden al tenerse que encargar 
de la Presidencia de la República, encargándolo formalmente “de velar por el cumplimiento 
de la normativa legal aprobada hasta tanto se restituya el orden democrático y el Estado de 
Derecho en el país.” En el Acuerdo se hace mención en forma general a un “proceso progre-
sivo y temporal de transferencia de las competencias del Poder Ejecutivo al Poder Legislati-
vo,” cuando en realidad de lo que se trata es de un proceso de asunción progresiva y temporal 
por parte del presidente de la Asamblea Nacional de las competencias que le corresponden 
como encargado de la Presidencia de la República. Las competencias del Poder Ejecutivo, 
como tales, no pueden ser transferidas al Poder Legislativo. 

Es en tal sentido que la Asamblea Nacional, con base los artículos 7 y 333 de la Consti-
tución, debe establecer el marco de la transición, a cuyo efecto, el 29 de enero de 2019 dio 
inicio a la consideración de un proyecto de Ley del “Estatuto que rige la transición a la de-
mocracia para restablecer la vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Ve-
nezuela,” que fue aprobado en primera discusión.34 

VI 

Ante este histórico Acuerdo de la Asamblea Nacional, debe mencionarse que una insti-
tución desprestigiada a la cual ya nadie le hace caso, como es la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia, pareciendo salir del lugar donde van los materiales de desecho, el 

                                            
33 

 Véase en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-sobre-la-declaratoria-de-usurpacion 
de-la-presidencia-de-la-republica-por-parte-de-nicolas-maduro-moros-y-el-restablecimiento-de-la-

vigenciade-la-constitucion 
34 

 Véase la información en la reseña “Asamblea Nacional aprobó el proyecto de Ley que rige la 

transición democrática,” en NTN24.com, 29 de enero de 2019, en http://www.ntn24.com/america-
latina/venezuela/asamblea-nacional-aprobo-el-proyecto-de-ley-que-rige-la-transicion-la 
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21 de enero de 2019, había emitido una “curiosa” “sentencia” Nº 3 de 21 de enero de 2019, 35 
la cual más bien fue una “declaración” unilateral dictada sin que hubiera habido un proceso 
alguno, es decir, sin juicio ni partes, sin que nadie se lo hubiera pedido y, por tanto, dictada 
de oficio, basándose en lo que había resuelto en una sentencia anterior N° 2 de 11 de enero de 
2017 en la cual había declarado a la Asamblea Nacional en supuesto “desacato,” donde había 
dispuesto que la “actuación de la Asamblea Nacional y de cualquier órgano o individuo en 
contra de lo aquí decidido será nula y carente de toda validez y eficacia jurídica.”36 Partiendo 
de allí, y considerando que era  “un hecho público, notorio y comunicacional” que la Asam-
blea Nacional había desacatado dicha sentencia, incurriendo en una supuesta “omisión consti-
tucional reiterada,” entonces pura y simplemente declaró:  

“Que la Asamblea Nacional no tiene Junta Directiva válida, incurriendo la írri-
ta “Directiva” elegida el 5 de enero de 2019 (al igual que las “designadas” inconstitucional-
mente durante los años 2017 y 2018), en usurpación de autoridad, por lo cual todos sus actos 
son nulos de nulidad absoluta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 138 constitu-
cional. Así se declara.”      

Pero no se quedó allí la declaración de la Sala, sino que en relación al Acuerdo de la 
Asamblea, declaró que el mismo supuestamente violentaba “los artículos 130, 131 y 132 
constitucionales, en particular el deber que tiene “toda persona” de cumplir y acatar esta 
Constitución, las leyes y los demás actos que en ejercicio de sus funciones dicten los órganos 
del Poder Público,” porque desconocían “al Poder Judicial al desacatar sus fallos, al Poder 
Electoral que realizó el proceso electoral en el cual fue elegido, proclamado y juramentado” 
como presidente el Sr. Maduro, “para el período 2019-2025,” y “al Poder Ejecutivo al desco-
nocer la investidura de su titular y, la más grave, al titular de la soberanía, el pueblo, quien lo 
escogió en comicios transparentes, mediante el sufragio universal, directo y secreto” y quien 
había “electo” a la Asamblea Constituyente “quien fue la convocante de las referidas eleccio-
nes presidenciales.” Por ello, la Sala “declaró” que el Acuerdo de la Asamblea Nacional, 
supuestamente “implica un acto de fuerza que pretende derogar el texto constitucional (ar-
tículo 333) y todos los actos consecuentes del Poder Público Nacional,” razón por la cual dijo 
la Sala, ello la obligó “a actuar de oficio en protección del texto fundamental, de conformidad 
con los artículos 266.1, 333, 334, 335 y 336, estos últimos del Título VIII (De la Protección 
de la Constitución). Así se decide.” 

La Sala, además, consideró “inaudito” que se procure aplicar “analógicamente” las cau-
sales taxativamente contenidas en el artículo 233 de la Constitución a los fines de justificar la 
pretendida falta absoluta del presidente de la República,” considerando que no podía: 

“agregarse a dichas causales, otra “acomodaticia” para, por vía de una pretendida ficción ju-
rídica, determinar que en nuestro país no hubo elecciones el 20 de mayo de 2018, y que de 
las resultas de los comicios convocados por el Poder Constituyente y el Poder Electoral no se 
escogió un Jefe de Estado. 

Dichas causales son de derecho estricto y no pueden ser modificadas y/o ampliadas analógi-
camente, sin violar la Constitución. Así también se decide.”  

                                            
35 

 Véase las referencias en el reportaje: “TSJ declara nula a actual junta directiva de Asamblea Na-
cional,” en Runrunes.com, 21 de enero de 2019, en https://runrun.es/noticias/370711/tsj-declara-

nula-actual-junta-directiva-de-asamblea-nacional/ 
36 

 Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194891-02-11117-2017-17-0001. HTML. 

Véanse los comentarios a esta sentencia en Brewer-Carías, Allan R.  La consolidación de la tiranía 
judicial en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, pp. 21, 81, 116 ss. y 131 ss. 
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Por lo visto, la Sala Constitucional, simplemente no entendió qué fue lo que hizo la 
Asamblea Nacional al dictar el Acuerdo, que no fue sino interpretar analógicamente el artícu-
lo 233 de la Constitución. La Asamblea Nacional no le agregó a dicha norma ninguna “clau-
sula” adicional; simplemente, como primer interprete de la Constitución y, en particular, por 
estar llamada a aplicar esa norma, la interpretó analógicamente aplicándola al caso para re-
solver la crisis constitucional, en ejecución de lo que ya había acordado desde el 22 de mayo 
de 2018, que fue “declarar como inexistente la farsa realizada el 20 de mayo de 2018,” “des-
conocer los supuestos resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral y en especial, 
la supuesta elección de Nicolás Maduro Moros como Presidente de la República, quien debe 
ser considerado como un usurpador del cargo de la Presidencia de la República, y “descono-
cer cualesquiera actos írritos e ilegítimos de proclamación y juramentación en virtud de los 
cuales se pretenda investir constitucionalmente al ciudadano Nicolás Maduro Moros como 
supuesto presidente de la República Bolivariana de Venezuela para el período 2019-2025.”37 

La Sala Constitucional, cercenándole el derecho de la representación popular de aplicar 
e interpretar la Constitución, sobre la mención que hizo del artículo 350 de la misma, la de-
claró “absolutamente impertinente,” terminando su “argumentación declarativa” afirmando 
que “la Asamblea Nacional no puede erigirse en Tribunal Supremo de Justicia para declarar 
una pretendida usurpación, ya que implicaría la tipificación de la conducta descrita en los 
precitados artículos 138 y 139, en concordancia con los artículos 136 y 137, todos constitu-
cionales. Así se declara,” ignorando, de nuevo, la potestad esencial de la Asamblea Nacional, 
de ser el órgano primigenio de interpretación de la Constitución,38 órgano a través del cual el 
pueblo ejerce su soberanía. 

Finalmente, en su “declaración” la Sala Constitucional, al afirmar que “nuestro régimen 
es eminentemente presidencial,” y haciendo referencia, como si fuera una ironía a que en el 
país existe “separación de poderes,” afirmó que es al presidente de la República al que le 
corresponde dirigir la acción de gobierno y la acción administrativa, de manera que “bajo 
ningún supuesto puede asumir un parlamento la acción de gobierno y la administración de la 
Hacienda Pública,” cuando en el Acuerdo objeto de la “declaración” la Asamblea Nacional 
no asumió ninguna de esas acciones. Solo se dispuso que las iría asumiendo el presidente de 
la Asamblea Nacional como encargado, precisamente de la Presidencia de la República. 

Sin duda, al dictar esta “declaración,” la propia Sala no se dio cuenta de que ya estaba 
demasiado adentrada en la oscuridad el laberinto que el régimen se construyó, y que ella 
misma, con sus decisiones, había ayudó a erigir.  

                                            
37 

 Véase el texto del Acuerdo de 22 de mayo de 2018, en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos 
/_acuerdo-reiterando-el-desconocimiento-de-la-farsa-realizada-el-20-de-mayo-de-2018-para-la-su-

puesta-eleccion-del-presidente-de-la-republica. Igualmente, en la reseña “Asamblea Nacional desco-
noce resultados del 20M y declara a Maduro “usurpador,” en NTN24, 22 de mayo de 2018, en 

http://www.ntn24.com/america-latina/la-tarde/venezuela/asamblea-nacional-desconoce-resultados-
del-20m-y-declara-nicolas 

38 
 Como antes se ha dicho, y lo expresó Pérez Royo, Javier: “El primer interprete de la Constitución 

y el más importante, con mucha diferencia, es el legislador. El legislador es el intérprete normal, 

ordinario de la Constitución. En consecuencia, la Constitución es una norma jurídica que remite en 
primera instancia a un intérprete político. El Parlamento es el órgano político que interpreta la 

Constitución de la única manera que sabe hacerlo: en clave política. Y, además es un intérprete 
privilegiado, en la medida en que es el representante democráticamente elegido por los ciudadanos 

y expresa, por tanto, la voluntad general.” Véase Pérez Royo, Javier, “La interpretación de la 

Constitución,” en Eduardo Ferrer Mac Gregor (Coordinador), Interpretación constitucional, Tomo 
II, Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, México 2005, p. 889. 
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VII 

En todo caso, luego de la interpretación constitucional efectuada por la Asamblea Na-
cional en el antes mencionado Acuerdo de 15 de enero de 2019, en cuanto a la interpretación 
analógica que la Asamblea Nacional le dio al artículo 233 de la Constitución, aplicado a la 
situación de ausencia de presidente electo legítimamente que pudiera juramentarse como 
Presidente de la República para el período 2019-2025, y a pesar de la “declaración” unilateral 
de la Sala Constitucional en la mencionada sentencia de 21 de enero de 2019, a la cual nadie 
le hizo caso, resultó lo siguiente:  

Primero, respecto de la previsión constitucional de que en ese caso el presidente de la 
Asamblea Nacional se encargaría de la presidencia de la Republica, ello comenzó a ocurrir 
formalmente en acto público y popular realizado el día 23 de enero de 2019, al asumir el 
diputado Juan Guaidó, en su carácter de presidente de la Asamblea Nacional, condición que 
no pierde, el deber constitucional que tiene de ejercer las funciones como encargado de la 
presidencia de la República; y  

Segundo, respecto de la tarea inmediata que prevé la norma de procederse a realizar una 
elección universal, directa y secreta de presidente dentro de los treinta días consecutivos 
siguientes, la Asamblea la interpretó basándose en la imposibilidad política que ello pudiera 
ocurrir de inmediato, acordando, en cambio, para que se pueda proceder a realizar dicha 
elección en forma libre, justa y transparente, la adopción de: 

“las medidas que permitan restablecer las condiciones de integridad electoral para, una vez 
cesada la usurpación y conformado efectivamente un Gobierno de Transición, proceder a la 
convocatoria y celebración de elecciones libres y transparentes en el menor tiempo posible, 
conforme a lo previsto en la Constitución y demás leyes de la República y tratados aplica-
bles.”  

En relación con la asunción por el diputado Juan Guaidó de las funciones como encar-
gado de la Presidencia de la República, por supuesto que no se trató de una “autoproclama-
ción” como se expresó desde el gobierno, sino de la asunción de las competencias que tiene 
constitucionalmente como presidente de la Asamblea Nacional. Como el propio Guaidó lo 
expresó: 

“Mi asunción como presidente interino está basada en el artículo 233 de la Constitución ve-
nezolana, de acuerdo con el cual, si al inicio de un nuevo periodo no hay un jefe de Estado 
electo, el poder es atribuido al presidente de la Asamblea Nacional hasta que tengan lugar 
elecciones justas. Por eso, el juramento que tomé el 23 de enero no puede considerarse una 
“auto proclamación.” No fue por mi propio acuerdo que asumí la presidencia sino en ejecu-
ción de la Constitución.” 39 

Y ello es así, habiendo sido ese juramento una formalidad política, importante, pero 
formalidad, pues ya al haber prestado juramento como presidente de la Asamblea nacional el 
5 de enero de 2019, entre las funciones que juró cumplir estaban las de encargarse de la Pre-
sidencia cuando constitucionalmente ello procediera conforme a la Constitución. Por lo de-
más, al encargarse de la Presidencia de la República, el presidente de la Asamblea lo hace en 
este carácter de diputado presidente de la Asamblea, el cual como se dijo, por supuesto no 
pierde.  

                                            
39 

 Véase Guaidó, Juan, “How the World Can Help Venezuela,” en The New York Times, New York, 

31 de enero de 2019, p. A23. Véase sobre ello, Hernández, José Ignacio, “De juramentos y pro-

clamas: una explicación,” en Prodavinci, 24 de enero de 2019, en https://prodavinci.com/de-
juramentos-y-proclamas-una-explicacion/ 
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En todo caso, como resultado de todas estas acciones, la Academia de Ciencias Políticas 
y Sociales en un Pronunciamiento del 29 de enero de 2019, consideró que; 

“La Asamblea Nacional ha procedido a invocar la aplicación del referido artículo 333 de la 
Constitución y su presidente, Diputado Juan Guaidó, asumió en fecha 23 de enero de 2019, la 
primera magistratura con carácter interino para el restablecimiento de la institucionalidad 
democrática y la vigencia efectiva de la Constitución, recibiendo el reconocimiento de un 
importante grupo de países. al respaldar.”  

Y con base en ello acordó: 

“Respaldar al pueblo de Venezuela y a la Asamblea Nacional en su lucha por el restableci-
miento del Estado de derecho y del sistema democrático, así como por el respeto de los dere-
chos y libertades ciudadanas y reconocer, de conformidad con el artículo 333 de la Constitu-
ción, la legitimidad de las acciones que, con el límite de los principios y valores constitucio-
nales, realiza la Asamblea Nacional para que se efectúen elecciones libres, universales, direc-
tas y secretas y acordes a los principios constitucionales que imponen la garantía de la liber-
tad, imparcialidad, participación, igualdad y transparencia.”40  

Por lo demás, para el 31 de enero de 2019, el diputado Juan Guaidó, después de haber 
sido reconocido como legítimo presidente encargado de Venezuela por casi todos los países 
de América, (excepto Cuba, México, Uruguay, Bolivia, Nicaragua), y por casi todos los 
países importantes del mundo (excepto Rusia, China, Irán, Turquía),41 fue reconocido como 
tal por el Parlamento Europeo, exhortando a todos los Estados de la Unión Europea a hacer lo 
mismo.42  

En particular, la Resolución del Parlamento Europeo, de 31 de enero de 2019 sobre la 
situación en Venezuela (2019/2543(RSP)):  

“Reconoce a Juan Guaidó como presidente interino legítimo de la República Bolivariana de 
Venezuela, de conformidad con la Constitución Venezolana y con arreglo a lo establecido en 
su artículo 233, y apoya plenamente su hoja de ruta; se dictó partiendo de la consideración.” 

Y ello lo hizo el parlamente, partiendo de los siguientes considerandos: 

“A. Considerando que las elecciones que se celebraron el 20 de mayo de 2018 se llevaron a 
cabo sin que se cumplieran las normas internacionales mínimas necesarias para el desarrollo 
de un proceso creíble y sin que se respetaran el pluralismo político, la democracia, la transpa-
rencia y el Estado de Derecho; que la Unión Europea, junto con otras organizaciones regio-
nales y países democráticos, no reconoció ni las elecciones ni a las autoridades que surgieron 
de este proceso ilegítimo.  

                                            
40 

 Véase “Pronunciamiento sobre la legitimidad de la aplicación del artículo 333 de la Constitución 
por la Asamblea Nacional a los fines de la restitución de su vigencia efectiva,” 29 de enero de 

2019, en http://acienpol.org.ve/cmacienpol/Resources/Pronunciamientos/Acuerdo%20de%20 Acien-
pol%20Art.%20333.pdf     

41 
 Véase “Estos son los países que reconocen a Juan Guaidó como presidente (i) de Venezuela y los 

que apoyan a Maduro,” en El Comercio, 28 de enero de 2019, en https://www.elcomercio.com/ac-

tualidad/juan-guaido-venezuela-reconocimiento-diplomacia.html 
42 

 Véase la Información en “El Parlamento Europeo reconoce a Juan Guaidó como “legítimo presi-
dente interino de Venezuela,” en ABC España, 31 de enero de 2019, en https://www.abc.es/ espa-

na/abci-parlamento-europeo-reconoce-juan-guaido-como-legitimo-presidente-interino-venezuela-
201901311357_video.html. N. del A: Para el 4 de febrero de 2018, 8 am ET, los siguientes países 

europeos ya habían reconocido a Juan Guaidó como legítimo presidente interino de Venezuela: 

España, Francia, Suecia, Reino Unido, Dinamarca, Portugal, Letonia, Austria, Lituania, Polonia, 
Holanda, Alemania. 
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B. Considerando que, el 10 de enero de 2019, Nicolás Maduro usurpó ilegítimamente el po-
der presidencial ante el Tribunal Supremo de Justicia, infringiendo el orden constitucional. 

C. Considerando que, el 23 de enero de 2019, Juan Guaidó, elegido legítima y democrática-
mente presidente de la Asamblea Nacional juró como presidente interino de Venezuela, de 
conformidad con el artículo 233 de la Constitución venezolana.”43 

En el régimen, sin embargo, sumido en su laberinto, unos días antes, a través del Tribu-
nal Supremo de Justicia, esta vez en Sala Plena, dictó una serie de “medidas cautelares” 
restrictivas de la libertad de circulación de Juan Guaidó;44 y el mismo día que se pronunció el 
Parlamento Europeo, lo que ordenó fue amedrentar a la familia del diputado Guaidó con el 
mismo componente de las fuerzas de policía, con cuyos efectivos se ha masacrado a los habi-
tantes más necesitados del país, en los barrios populares, que han protestado por las carencias 
que sufren, como toda la población.45  

Entretanto, el rechazo popular al régimen y a todo lo que significa el “socialismo” apli-
cado en el país, que lo que ha originado es miseria y más miseria,46 y, en paralelo, el recono-
cimiento al proceso de transición democrático liderado por la Asamblea Nacional y su presi-
dente Juan Guaidó, seguía acrecentándose, y con ello, empujando al régimen a lo más hondo 
e intrincado del laberinto que se construyó a sí mismo, arrastrando consigo hacia esas tinie-
blas, además, entre otras cosas, al régimen de Cuba.47 

                                            
43 

 Véase el texto en Parlamento Europeo, 2014-2019, Textos Aprobados, P8_TA-PROV(2019)0061 
Situación en Venezuela, en http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NON 

SGML+TA+P8-TA-2019-0061+0+DOC+PDF+V0//ES 
44 

 Véase el reportaje: “El Supremo prohíbe a Guaidó salir de Venezuela y congela sus cuentas. Las 

medidas impiden al dirigente político realizar también operaciones comerciales,” en El País, 30 de 
enero de 2019, en https://elpais.com/internacional/2019/01/29/actualidad/1548778972_796341.html 

45
  Véase el reportaje: “Juan Guaidó denuncia intimidación de fuerzas de seguridad contra su familia,” 

en El Comercio, 31 de enero de 2018, en https://www.elcomercio.com/app_public.php/actualidad/ 

guaido-intimidacion-policia-venezuela-familia.html; y “Crush Dissent: Maduro Urges Special Poli-
ce,” en The New York Times, “31 de enero de 2019, pp. A1 y A6. 

46 
 Véase O’Gtrady, Mary Anastasia, “Venezuela Spring,” en The Wall Street Journal, 28 de enero de 

2019, p. A15; y Bret Stephens, “Yes, Venezuela Is a Socialist Catasrophe,” en The New York 
Times, 26 de enero de 2019, p. A19. 

47
  Véase Semple, Kirk, “For Venezuela, a Staunch Ally. For Cuba, Lots of Subsidized Oil,” en The 

New York Times, 27 de enero de 2019, p. 8; Jessica Donati, Vivian Saloma and Ian Talley, “Trump 

Sees Maduro Move as First Shot in Wider Battle,” en The Wall Street Journal, 31 de enero de 
2019, pp. A1 y A10. 


